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RESUMEN

Las brechas económicas, sociales y culturales y el desinterés del Estado por la población andina históricamente vulnerable fueron algunas de las condiciones aprovechadas por grupos, que despreciando la vida y en aras de una pretendida justicia social, actuaron  ante la indiferencia de los gobiernos de turno y una equivocada política de Estado que no distinguió víctimas de victimarios.

Pese a la disposición constitucional que mandaba el sometimiento de los militares al poder civil y su excepcional intervención en el control del orden interno, esta excepción se convirtió en una situación permanente, propiciando la participación de la Fuerza Armada en el Perú no sólo en la ejecución de la política antisubversiva, sino en su diseño e implementación.

Así, asumieron funciones políticas, administrativas y jurisdiccionales, supliendo a las autoridades elegidas y designadas por el gobierno central, generando la errónea idea de que los militares estaban legitimados para ello y que ante la ineficacia civil impondrían el orden y la seguridad.  Obviamente, los actos violatorios de derechos ciudadanos generaron reacciones adversas a la lucha antisubversiva y algún aprecio por el discurso de los grupos subversivos.

Ahora, presentándose aún la amenaza de grupos que apelan a la violencia como “política” para lograr la “justicia social” es necesario debatir y compartir la experiencia peruana con  quienes la padecen y cuyo Estado Democrático pretende ser desconocido.  

1.- DEL INICIO DE LA VIOLENCIA POLÍTICA

A finales de la década del 70 la tarea política del Perú de conducirse hacia un régimen democrático, luego de más de diez años de dictadura militar, suponía que la restitución de derechos y la inserción en el mercado internacional proporcionarían un auge en la economía nacional, incrementándose también los mecanismos de participación en los asuntos públicos y una mayor apertura a la iniciativa local.

En lo cotidiano, las personas consideraban que la lucha diaria por su sustento y el de su familia, la educación y la salud de sus miembros y la conservación de su trabajo eran parte de su quehacer diario y si bien, las reivindicaciones sociales eran parte de la agenda política nacional, la lucha por la subsistencia y la conservación de la vida no configuraban el imaginario colectivo en los andes peruanos.

Es así que a inicios de 1980 se produce un quiebre en el sistema.  Un 18 de mayo de 1980 en pleno proceso electoral para elegir al presidente de la República, que asumiría la conducción del país luego de doce años de dictadura militar, se produce un incendio en la localidad de Chuschi, en el Departamento de Ayacucho, quemándose las actas electorales e iniciándose una turbulencia cuya importancia sería seriamente velada por la miopía de los gobiernos civiles de turno. 

La irrupción de grupos alzados en armas que desconocieron por completo cualquier noción ética y moral de la vida, la libertad y la integridad provocó que la sociedad en su conjunto, fundamentalmente en los andes peruanos, inicie una lucha por la subsistencia.

Esta lucha supuso entonces afirmaciones éticas y valorativas de las nociones de patria y país por parte de quienes decidieron luchar contra la subversión (militares, policías y miembros de comités de autodefensa civil), como también traiciones a lo que se consideraba sagrado: familia, comunidad, etc. (personas que fueron vilmente obligadas a asesinar a sus propios parientes en presencia de toda la comunidad).  

De hecho, el hallarse entre dos bandos: el de los grupos subversivos que ocasionaron y provocaron una hecatombe social y el de los agentes del Estado que vulneraron la vida en aras de preservar su propia subsistencia o lograr la victoria política y militar, provocó que muchos ciudadanos se vean en la necesidad de prestar apoyos ficticios, falsos, no comprometidos con cualquiera de ellos, sin saber bien por qué, sólo entendiendo que su vida y la de sus seres queridos estaban en juego.

Este quiebre social produjo entonces una grave crisis no sólo política, ya que se cuestionaba la viabilidad del sistema democrático y su posibilidad de sostenimiento y vigencia; sino también una crisis económica y social que se ensañó con las clases deprimidas que no tenían posibilidad alguna de escapar de las graves secuelas de la violencia desatada.

Esta visión aún subsiste en quienes recuerdan claramente cuál fue su rol en el período de violencia, un rol que tenía dos facetas: el público que debía dar cuenta de un compromiso con quien en ese momento ejercía el poder fáctico y uno privado que debía dar cuenta de un compromiso con la vida, la libertad y la integridad suya y de sus familiares.
2.- PODER CIVIL VS. CONTROL MILITAR

La participación de los militares como actores políticos es una realidad en Latinoamérica  y en el Perú es parte de nuestra biografía nacional.  “En la historia del Perú republicano hemos tenido un importante número de presidentes militares, pero es recién a partir de los años 1960 que las Fuerzas Armadas asumen una participación institucional en la política peruana: La Junta de 1962-1963, el Gobierno Revolucionario de la Fuerza Armada 1968-1980, el Gobierno de Reconstrucción Nacional, abril-diciembre 1992 y una participación significativa durante los años siguientes hasta  noviembre del 2000” (
)
Al respecto conviene destacar también lo que opina Martín Tanaka “la historia de nuestros países está marcada por la debilidad de las instituciones estatales, y por la precariedad de la hegemonía de sus élites dominantes.  Esta situación ha hecho que las Fuerzas Armadas frecuentemente hagan valer el peso que tienen como una de las instituciones nacionales más fuertes, y como depositarias de los medios materiales más poderosos para ejercer la coerción y la violencia por parte del Estado, arrogándose el papel de ‘institución tutelar de la patria’”(
)

Así, iniciado el proceso democrático de consolidación de los gobiernos civiles en el Perú en 1980 con el Arq. Fernando Belaúnde Terry a la cabeza, los actos subversivos se sucedieron uno tras otro fundamentalmente en la zona andina del Perú, área rural que al estar ocupada por pueblos indígenas quechuas y aymaras y con prácticas culturales ancestrales de espaldas a la formación moderna y occidental, no merecieron la atención de los medios de comunicación urbana ni los medios políticos y académicos de la urbe.  

En las ciudades donde las autoridades elegidas y designadas por el gobierno central ejercían sus funciones con cierta normalidad, afrontando atentados subversivos y con una estrategia estatal de actuación destinada a la detención de personas, que se verificaba fundamentalmente en la periferia de la ciudad, no se percibía el fenómeno subversivo como uno capaz de impedir la vigencia del Estado como tal.

Los ciudadanos y ciudadanas, si bien reconocían una situación grave en el interior del país, no consideraron que tal situación podía obligarlos a una lucha por sus vidas o su libertad.  La ciudad no identificaba el poder militar como uno que se impusiera sobre el poder civil, se entendía sí que se vivía en un estado de excepción que se convirtió en permanente, donde los derechos fundamentales a la libertad personal, al tránsito, a la reunión y a la inviolabilidad de domicilio eran severamente limitados; pero se asumía que el poder militar era inclusive paralelo pero no superior al poder civil en el ámbito político.  Esto porque era visible aún la presencia de las autoridades, funcionarios y servidores públicos civiles quienes, aún de manera ineficiente e ineficaz, conducían la vida del país.

Si bien se reconoce que en las ciudades se produjeron crueles atentados subversivos, que fueron muchas las muertes de policías y militares y muchas las detenciones de líderes sociales y dirigentes de organizaciones sociales de base considerados presuntos subversivos, la ciudad aprendió a convivir con la violencia, aprendió a implementar estrategias domésticas de seguridad y a continuar con sus actividades cotidianas y de supervivencia urbana.

Es desde el centro de la ciudad que se observaba lo ocurrido en los andes peruanos como lo sucedido en un país distinto y a poblaciones distintas.  Es así que la violencia política evidenció no sólo las grandes distinciones existentes entre el ámbito rural y urbano sino que evidenció la inexistencia de una “identidad nacional” o el entendimiento que somos un solo país con culturas y expresiones distintas. (
).  Por el contrario, nos reconocimos como un país fragmentado en el que la discriminación hacia lo autóctono se expresaba no sólo por la indiferencia urbana, sino también en la implementación de las estrategias del poder civil ejecutadas por el poder militar.

Esta descripción nos permite dar cuenta de lo que ocurrió en los andes peruanos desde inicios de 1980 hasta finales del siglo XX.  Mientras la ciudad padecía la violencia política con la actuación ineficaz e ineficiente del poder civil y con un poder militar que aparecía al lado de éste, en los andes peruanos el poder civil fue absolutamente absorbido y eliminado por el poder militar.  

Las constantes declaraciones de estado de emergencia, régimen de excepción que constitucionalmente es una atribución del presidente de la república cuando existen elementos que perturban el orden interno o que ponen en grave riesgo la continuidad de las instituciones democráticas, supuso un estado permanente donde la excepción se convirtió en  la regla, verificándose la absoluta incapacidad del poder civil institucionalizado, llámese poderes ejecutivo, legislativo y judicial y partidos políticos, para afrontar de manera certera la grave alteración de la paz sufrida por el Perú en esos años.

El control del orden interno fue asumido por la fuerza armada con una policía que pese a ser la encargada de asumir el control del orden público y resguardar la seguridad ciudadana ante una alteración de éste, paulatinamente se vio sometida al poder militar, asumiendo roles y características militarizadas que aún hoy subsisten.  

La abdicación del poder civil al poder militar fue evidente.  Las restricciones de derechos fundamentales se produjo sin que exista posibilidad alguna de protección a los ciudadanos por parte de los órganos jurisdiccionales frente a las arbitrariedades que se pudieren cometer por parte de las fuerzas del orden (sean éstas policiales o militares).

Las prácticas de civiles uniformados encargados de asumir el control del orden público se convirtieron en prácticas de guerra que conformando fuerzas combinadas con la fuerza armada se vieron involucradas en graves violaciones a los derechos humanos, desnaturalizándose su función civil.

Desde 1980 el poder civil a través del poder legislativo emitió innumerables normas legales que otorgaban un poder absoluto a los militares en las zonas declaradas en emergencia.  La fuerza armada asumía los roles que legítimamente correspondían a las autoridades elegidas por voto popular, a aquellas designadas por el poder central denominadas autoridades políticas, extendiéndose su mandato a acciones destinadas al desarrollo local y regional, atribuyéndoseles inclusive funciones jurisdiccionales, es decir, era el fuero militar el competente para ventilar aquellos casos presentados en zonas declaradas en estado de emergencia.  

Al fuero militar debían someterse no sólo militares en actividad sino miembros de las fuerzas policiales, definiendo el criterio de sometimiento a este fuero simplemente el lugar de la comisión del hecho considerado delito.  Así, el consenso doctrinario y jurisdiccional internacional de que al fuero militar se someten militares que cometen delito de función no se aplicó, ello pese a que “el artículo 173° de la Constitución limita la jurisdicción militar a delitos de función, quedando excluidos de su competencia los delitos comunes, especialmente aquellos que suponen la afectación de bienes jurídicos individuales –diferenciándolos de los de naturaleza institucional- y derechos fundamentales como la vida y la integridad personal, con excepción de los delitos de terrorismo y traición a la patria” (
. 

Las normas emitidas por los gobierno civiles permitieron que el hecho cometido en zonas declaradas en estado de emergencia y que se encuentren bajo el control de la fuerza armada o policial sea sometido al fuero militar.  “Una clara manifestación de este criterio constituyen la Ley No.24150 del 06 de junio de 1986, así como el Decreto Supremo N° 006-86-JUS de 16 de junio de 1986. El artículo 10° de la primera norma permite que los militares y policías que cometan delitos en las zonas declaradas en estado de emergencia sean juzgados por la justicia castrense.”(
).

Bajo este panorama de control militar en los andes peruanos en los aspectos políticos, administrativos y jurisdiccionales es que se desenvuelven las relaciones civiles militares desde 1980 hasta finales del siglo XX, con la abdicación del poder civil al cumplimiento de su rol político para el cual fuera elegido.

3.- RELACIONES CIVILES MILITARES: FINES SIGLO XX

La política para enfrentar la subversión en el Perú tiene dos facetas: una primera implementada en la década del 80 cuando los gobiernos civiles de Fernando Belaúnde y Alan García decidieron declarar en estado de emergencia el país y entregar el control del orden interno a la fuerza armada, considerando que el enfrentamiento en “campo de batalla” era la mejor forma de mermar el poder que paulatina y sostenidamente venía obteniendo la subversión; y una segunda ejecutada en la década del 90 cuando Alberto Fujimori decide endurecer las condiciones carcelarias para los subversivos, modifica y agrava las penas para quienes cometan el delito de terrorismo, extiende la figura delictiva inclusive a la denominada apología del terrorismo, se establecen procesos sumarios para el juzgamiento y se otorga al fuero militar amplias facultades jurisdiccionales.

Tanto la primera como la segunda etapa supusieron una entrega al poder militar de las facultades de conducir e inclusive diseñar la política antisubversiva.  Para ello, la fuerza armada preparada para afrontar conflictos tradicionales y entregada para la guerra con el exterior tuvo que enfrentar a un enemigo desconocido, que no aparecía en el frente de batalla, que actuaba echando mano del factor sorpresa y que no vistiendo uniforme podía estar presente en cualquier lugar.  

Así, la fuerza armada dirigida por oficiales formados en el ámbito urbano, con una tropa originaria de la costa peruana, ya que se desconfiaba de los andinos por ser “posibles infiltrados terroristas”, y entendiendo que la violencia política se inició en los andes peruanos,  concibió que los hombres y mujeres andinos, con un idioma distinto al español y con prácticas comunales ancestrales pero desconocidas para ellos, eran “el enemigo”.

Esta fuerza armada responsable de facto de la ejecución de la “política” antisubversiva (si es que hubo alguna) no contaba con los recursos suficientes que permitieran tener una tropa que cubriera sus necesidades básicas de alimento y vestido.  Así, dejadas a su suerte en ocasiones y sin una estructura de mando que permitiese a la oficialía tener un control sobre la tropa, optando ésta por “dejar hacer y dejar pasar”, conociendo de las terribles vulneraciones a los derechos ciudadanos y sin hacer nada por evitarlo o asumiendo que esta práctica violatoria de derechos era inevitable si se quería afrontar de manera efectiva al enemigo, provocó un distanciamiento de la civilidad con la clase militar.

La idea existente hasta la década del 70 de que ser militar era una forma de ascenso social, una manera de obtener mayor estima y rango en la comunidad, una forma de tener un sustento asegurado se convirtió en un estigma negativo, que los hacía ver como quienes defendían un Estado que lejos de proteger la comunidad, la violentaba, la quebraba y finalmente, esa imagen que proyectaba la fuerza armada fue trasladada a la idea de Estado, que siempre fue precaria en los andes peruanos.

La identificación de la fuerza armada con el Estado supuso en las poblaciones andinas un mayor debilitamiento de la concepción de que el Estado es la forma civilizada cómo las sociedades se organizan políticamente.  El Estado aparecía al igual que la fuerza armada como un factor de quiebre de la organización comunal, como un elemento disociador que apareció no para defender la comunidad sino para dividirla entre quienes apoyaban a los grupos subversivos y quienes apoyaban a la fuerza armada, como un elemento que desconocía las prácticas ancestrales y las creencias populares andinas, que al no comprender el idioma nativo (el quechua o el aymara) se evidenciaba un Estado que era ajeno y estaba de espaldas a esta población indígena.

La ineficacia de la actuación estatal, pese a las lamentables pérdidas sufridas no sólo en la población civil sino también en la policial y militar cuyo valor y coraje son incuestionables, generó la necesidad en la población civil de organizarse y trasladar sus prácticas comunales basadas en la solidaridad y la reciprocidad para el autosostenimiento individual y colectivo, a prácticas defensivas y ofensivas propias de un conflicto armado.

Así, la población andina se organizó en los denominados Comités de Autodefensa Civil que asemejándose a las denominadas Rondas Campesinas (organizaciones comunales ejercidas contra el robo de ganado en el norte del Perú) enfrentaron a los grupos subversivos con las armas que ancestralmente usaron los indígenas y haciendo uso únicamente del ingenio y la capacidad organizativa comunal.

Sin embargo, el Estado al verificar la inexistencia de logros en la lucha antisubversiva optó por normar y reglamentar a los Comités de Autodefensa Civil (CADs) sometiéndolos al poder militar, el cual asumió una vez más un rol activo en la implementación de la política antisubversiva.  

Se produjo lo inevitable, un sometimiento de los CADs a la fuerza armada que los convirtió en una especie de prolongación de su accionar.  Sus miembros recibieron armas y municiones del propio Estado conformando “fuerzas combinadas” con miembros del Ejército o la Policía Nacional, configurándose así en una élite comunal que realizaba no sólo acciones antisubversivas sino que terminó erigiéndose como un poder supra comunal que desempeñaba además labores políticas y jurisdiccionales.  Se convirtió en un nuevo poder que se superponía a las ancestrales prácticas organizativas comunales andinas.

Se advirtió que los miembros de los CADs tenían un poder mayor a aquellos ciudadanos que no pertenecían a esta organización.  El Ejército los adoptó como parte de su tropa y los convirtió en ocasiones en cómplices de las graves violaciones a los derechos humanos que se produjeron en el fragor del enfrentamiento o en la ejecución de la política antisubversiva.

También se convirtieron por supuesto en blanco seguro de los grupos subversivos ya que éstos los identificaban como una extensión del poder militar.  De esta forma, los miembros de los CADs fueron muertos o heridos, quedando muchos de ellos con vida pero con alguna discapacidad que les impide aún hoy desempeñar las labores comunales que desarrollaban hasta antes del inicio de la violencia política.

Los CADs se convirtieron en un actor nuevo y distinto en la organización comunal tradicional, un elemento adicional y en ocasiones disociador, que terminó negando o excluyendo a las autoridades comunales que ancestralmente conducían los destinos de la comunidad, que administraban justicia y ejercían el poder real, ajenos o en forma paralela al poder formal, sea éste civil o militar, proveniente del Estado Peruano.

Las autoridades comunales tradicionales, llámese presidente de la comunidad, miembro del consejo de ancianos, varayocc, etc. se vieron relegadas por un poder fáctico otorgado por las armas entregadas por el propio Estado y por el poder militar, que ya no sólo de facto sino formalmente, ejercía el poder en todos los niveles en los andes peruanos.

Las relaciones civiles militares tenían un componente eminentemente civil, conformado por las poblaciones de las comunidades andinas, un componente eminentemente militar, conformado en los hechos por la fuerza armada y la fuerza policial y un componente cuasi-militar o cuasi-civil conformado por los CADs.  

Esta composición originó en la fuerza armada una concepción sobre la lucha antisubversiva basada en que quienes no eran militares ni miembros del CAD eran potenciales subversivos.  Aunada a esta concepción la certeza de que habiéndose iniciado la violencia política en los andes peruanos y habiéndose ésta originado en grupos conformados por población indígena, formada ideológicamente en universidades o escuelas populares de los andes peruanos, cualquier poblador con un características raciales indígenas y con interferencias lingüísticas o de habla indígena era un potencial subversivo y enemigo del Estado, Estado que era encarnado por la fuerza armada en esos momentos.

Las detenciones y desapariciones forzadas, las torturas y las ejecuciones extrajudiciales denunciadas y corroboradas con datos procedentes de fuentes fidedignas, tanto públicas como privadas, dan cuenta que la fuerza armada no asumió la lucha antisubversiva en los andes peruanos evidenciando una alta carga de discriminación hacia una población históricamente considerada como inferior y luego como causante de la violencia desatada.

Los testimonios de las víctimas de las acciones de las fuerzas armadas dan cuenta de un ensañamiento que traspasa las fronteras propias de la lucha armada, una reacción que expresa una noción de superioridad del militar costeño sobre el poblador andino, de un desprecio por quien hablaba y concebía al mundo de manera distinta, con quienes no existía ningún lazo que nos permitiera llamar nación, esa nación que en la escuela militar se les enseñó a defender.  La población andina entonces estaba muy lejos de formar parte de esa nación que debía ser defendida y protegida por el Estado.

Ante esta situación, las relaciones civiles militares acrecentaron su carácter vertical, carácter que existió siempre si consideramos los largos períodos en que los militares gobernaron el Perú y se les consideraba una casta privilegiada con atribuciones mayores a las de los civiles.  Esta verticalidad ya no sólo se concebía como una relación social de superioridad-inferioridad, sino que se entendía como una relación de confrontación cuyo contenido era el temor y la necesidad de sobrevivir.

La población andina ya no más concebía que ser militar era una forma de ascenso social que otorgaba privilegios en la comunidad, por el contrario, se entendió que la carrera militar colocaba al individuo en situación de grave riesgo, que lo alejaba de la comunidad y su familia y que en ocasiones podía ser visto por ésta como un elemento disociador y negativo que lejos de otorgar prestigio lo confinaba al repudio escondido y jamás explícito, pero no por ello menos duro, de los miembros de su comunidad.

Culminada la década del 90 y asumiéndose políticamente el triunfo en la lucha antisubversiva y después de haberse configurado relaciones civiles militares tensas, verticales, opuestas y contradictorias ocurre un fenómeno interesante que se ha verificado en los últimos cinco años.  

Parte importante de la población andina que padeció los efectos más graves de la violencia política tanto por el brutal accionar de grupos subversivos que se ensañó con los pobladores andinos, que arrasó comunidades enteras obligando a éstas a desplazarse de manera forzosa a las ciudades o a la capital del país; como también padeció del accionar militar graves violaciones a sus derechos fundamentales, cuando se ha verificado la subsistencia de pequeños grupos subversivos en los andes peruanos, las poblaciones han reclamado de los gobiernos democráticos de transición y del actual que vienen ejerciendo el poder desde el año 2000 la instalación de bases militares en sus comunidades.

Es claro que este reclamo proviene mayoritariamente de los miembros de los CADs que aún están organizados, sin embargo la población que no pertenece a estas organizaciones también ha reclamado una acción gubernamental más explícita y agresiva que evite el resurgimiento de estos grupos contrarios a la paz y al orden social.

Esta expresión que si bien no es unánime pero que sí se evidencia en parte de la población andina nos hace pensar que los ciudadanos, pese a los graves sufrimientos padecidos por un accionar erróneo y en ocasiones altamente renuente a reconocer los derechos elementales de las personas, prefieren una situación de paz y tranquilidad social que le permita desarrollarse con márgenes mínimos de seguridad.

Con el retorno a la institucionalidad democrática, al menos en términos formales, producida en noviembre del 2000 con la caída del régimen fujimorista el cual para muchos expertos es también una forma de gobierno militar por la alianza o cooptación de la fuerza armada en el ejercicio del poder político, las relaciones civiles militares en los andes peruanos se han tornado menos verticales, siendo los militares sometidos al escrutinio popular más aún con la conformación de la Comisión de la Verdad y Reconciliación en julio del 2000 y cuyo informe se presenta el 28 de agosto del 2003 al Presidente de la República.

Los sucesos ocurridos en la historia reciente del Perú que permitieron someter a los tribunales civiles a militares involucrados en actos de corrupción (uso indebido de recursos públicos) ha calado en el imaginario popular como una forma de vulnerabilidad de los militares, quienes ya no están protegidos por la impunidad absoluta.  Eso los ha “bajado al llano” para ser entendidos como peruanos que deben y tienen que someterse a las normas vigentes no sólo para forzar su cumplimiento, sino también para acatar las penas impuestas por ellas.

Parte de la población andina, sin embargo, considera que aún los militares responsables de las graves violaciones a los derechos humanos no han sido sometidos a los tribunales civiles nacionales ni internacionales.  Esto reviste al proceso de transición democrática de un halo de impunidad que aún no se ha superado.  Organizaciones de la sociedad civil andina han insistido en la necesidad de que los militares y sus aliados los CADs sean sometidos a la justicia ordinaria a fin de determinar responsabilidades, consideran que en tanto esto no se produzca las relaciones civiles militares no podrán tornarse en horizontales y democráticas.

4.- RELACIONES CIVILES MILITARES: PERSPECTIVAS

Ante la amenaza y la evidencia de la subsistencia de grupos subversivos, podemos afirmar que éstos tienen características semejantes a las de 1980, respecto de las causas - precarias condiciones económicas y sociales- que producen la adherencia de población indígena a sus filas; pero distintas respecto de las motivaciones de su accionar basado no sólo en el aspecto ideológico y partidario, sino en una alianza con el narcotráfico con características que aún no han sido definidas cabalmente y cuyo análisis es una tarea pendiente y a la vez urgente.

Por otro lado, los CADs como actor importante en las relaciones civiles militares en los andes peruanos aún no tienen definidas sus funciones y los roles que deben cumplir en la actualidad.  De hecho la presencia expresa de accionar subversivo en los últimos meses del presente año ha vuelto la mirada de la población urbana y de la fuerza armada a ellos, siempre como una alternativa de lucha eficaz a la subversión y como un mecanismo válido para evitar la desestabilización política y social producida e iniciada en 1980.

Existe entonces un álgido debate respecto de si es positiva la opción de armar y dotar de municiones a civiles para que afronten una situación que formalmente debieran asumir las instituciones del Estado.  Desde ya la discusión de si la fuerza armada debiera intervenir ante la presencia de grupos subversivos que formalmente violentan el orden público, cuando su función constitucional es la de velar por la integridad territorial y la soberanía nacional entendida su participación cuando se atente contra el orden interno, es una cuestión aún no decidida.  

Formalmente se trata de una tarea que debiera asumir la policía nacional realizando labores de inteligencia estratégica que mitiguen las posibilidades de estos grupos de elevar los niveles de su accionar.  En el caso peruano al menos, es claro que fueron las acciones de inteligencia las que condujeron a desbaratar la cúpula senderista y los altos mandos subversivos que fueron derrotados sin derramar una sola gota de sangre.

Respecto del servicio militar que hasta unos años, al ser obligatorio, contaba con la participación de altos índices de población andina que prestaba este servicio, en ocasiones, producto de las “levas” o alistamientos indebidos, que reportaba casos de maltrato o vulneraciones a sus derechos a la vida o la integridad y que en buena cuenta, fue parte de la vanguardia en las luchas antisubversivas. (
) 

Ahora, (desde el año 2001) con un servicio militar voluntario que ha provocado un estrepitoso descenso en el número de personal de tropa da cuenta que pese a los beneficios legales que se otorgan a quienes voluntariamente brinden este servicio a la patria, los antecedentes conocidos públicamente de maltrato en los cuarteles y en las instalaciones militares han desincentivado la participación de los jóvenes en la actividad castrense.

Por ello, la modernización de las fuerzas armadas y su concepción como democráticas y respetuosas de los derechos fundamentales es un reto aún pendiente.  Si bien es cierto el actual gobierno designó al primer ministro de defensa civil y se consideró un paso importante que políticamente da cuenta del sometimiento del poder militar al poder civil; también se ha evidenciado la escasez de personal civil conocedor de materias de defensa y seguridad, por lo que aún se sigue considerando que el tema militar es un tema de militares y que el involucramiento indebido de los civiles sólo produce distorsiones en la política de defensa nacional.

En tanto la fuerza armada no se integre a la sociedad y ésta no acepte a sus miembros como ciudadanos con iguales derechos y obligaciones y cuya única diferencia es el rol asumido en las tareas públicas, será muy difícil, aún más en los andes peruanos, lograr relaciones civiles militares equitativas y respetuosas.  Aún los antecedentes de un accionar militar vulneratorio de los derechos ciudadanos no se han borrado y la población andina expresa altos índices de desconfianza y temor a la fuerza armada, aunque la consideran necesaria para la conservación de la paz.

Sobre qué aspira la población andina peruana de las relaciones civiles militares futuras, quiero compartir la experiencia de trabajo realizada durante los años 2001 y 2002 en los departamentos de Ayacucho, Huancavelica y Apurímac, en talleres participativos de trabajo sobre el rol de las fuerzas armadas en un Estado Democrático, el rol de los CADs, las características del servicio militar y el derecho al voto de los militares.  Este trabajo se desarrolló con la participación de personas provenientes de zonas de extrema pobreza, población quechua y rural que afrontó las más graves secuelas de la violencia política sufrida desde 1980 en el Perú, configurándose grupos mixtos en el que además de líderes sociales, de organizaciones de víctimas de la violencia política (tanto de agentes del Estado como de la acción subversiva), participaron también miembros de CADs, Policía Nacional y la Fuerza Armada.  Realmente el apoyo brindado por el Comando del Ejército Peruano en Ayacucho fue valioso para lograr los resultados que esperábamos obtener.

Respecto de las Fuerzas Armadas, en el trabajo realizado con más de 400 personas, éstas sostuvieron su aspiración de tener unas fuerzas armadas democráticas y respetuosas de los derechos fundamentales, que si bien deben someterse al poder civil, tampoco pueden avalarlo o secundarlo cuando éste pretende vulnerar al marco normativo constitucional.  Lo que expresaron claramente es que las fuerzas armadas debieran realizar una tarea de “defensa y vigilancia del Estado de Derecho respetando siempre la Constitución”.

Aunque es cuestionable aún para los académicos el involucramiento de las fuerzas armadas en la promoción del desarrollo social, las y los participantes aceptaron como válida la opción de “involucrar a las fuerzas armadas en la promoción del desarrollo social, beneficiando especialmente a los pueblos más aislados del territorio nacional”

Respecto del rol de los Comités de Autodefensa Civil (CADs) la población opinó que esta forma de organización debe continuar en tanto la amenaza de la subversión aún no haya cesado, se entiendo que su rol está definido por el de “brindar seguridad pacífica y democrática hasta lograr la pacificación definitiva”.  Se entiende a los CADs como organizaciones que pueden intervenir allí donde hay ausencia de la fuerza armada o la policía nacional.

También se planteó la necesidad de que los CADs asuman roles relacionados al desarrollo comunal, sin embargo no se han planteado las formas concretas cómo desempeñar este rol.  De hecho este planteamiento puede traer serias complicaciones en su materialización respecto de los roles que cumplen las autoridades comunales ancestrales y ya existentes.

Respecto de las características del servicio militar, se opinó mayoritariamente porque éste sea voluntario, que tienda al servicio activo no acuartelado y que brinde posibilidades reales de formación y capacitación ténica al personal de tropa que se alista en la fuerza armada.  No hubo consenso respecto de si en la currícula escolar se debiera incorporar cursos de Instrucción Pre Militar ya que algunos opinaban que ellos militarizaba la instrucción escolar. 

Finalmente, hubo consenso respecto de que los militares deben ejercer su derecho a elegir, sin embargo respecto de su derecho a ser elegidos muchos opinaron que la práctica cotidiana demuestra se podrían producir actos de coacción hacia el personal subalterno para votar a favor de un candidato militar.  

La noción de que los miembros de las fuerzas armadas deben tener una participación más activa en los asuntos públicos, sin restarles su carácter de no deliberantes, es un pedido que la sociedad civil andina realiza (que se expresa además en el proyecto de Libro Blanco de la Defensa Nacional que se viene trabajando en el Perú).

Ante la amenaza de una actuación subversiva expresa y desestabilizadora, la población andina exige la participación de la fuerza armada en la ejecución de la política antisubversiva, pero ya no con las características de las décadas 80 y 90 sino con una fuerza armada respetuosa de los derechos fundamentales, democrática y con conocimiento de las prácticas y costumbres ancestrales, es decir, que tenga una formación con perspectiva intercultural y porqué no de género también.

Finalmente, las relaciones civiles militares en los andes peruanos exigen de una participación expresa de la sociedad civil andina y de una fuerza armada que apueste por la democracia y reconozca la subordinación al poder civil.  
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